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Departamento de Política Territorial y Obras Públicas

DECRETO

157/2002, de 11 de junio, por el que se establece el régimen de las viviendas con protección oficial, se determinan las ayudas públicas en materia de vivienda a cargo de la Generalidad de Cataluña, y se regula la gestión de las ayudas previstas en el Real decreto 1/2002, de 11 de enero, sobre medidas de financiación de actuaciones protegidas en materia de vivienda y suelo.

Este Decreto tiene por objeto establecer un conjunto de medidas con el fin de facilitar el acceso a la vivienda y potenciar las políticas de rehabilitación.

En primer lugar, el Decreto define qué son las viviendas con protección oficial, establece su régimen jurídico, así como las condiciones de acceso y uso. Así mismo, determina los ingresos familiares, ponderados en función del número de miembros de la unidad familiar y de la ubicación de la vivienda para favorecer a las familias con más hijos o que viven en municipios donde el coste de la vida es más elevado. También se fijan los precios máximos de venta y renta de las viviendas en función de su ubicación en determinadas áreas geográficas, y se establecen tres grupos denominados municipios singulares, que por sus características tienen unos precios más elevados.

Por otro lado, el Decreto también regula la gestión de las ayudas previstas en el Real decreto 1/2002, de 11 de enero, para la promoción, adquisición y rehabilitación de viviendas y la urbanización de suelo, para destinarlo preferentemente a la promoción de viviendas con protección oficial.

Se potencia determinado tipo de actuaciones, estableciendo ayudas específicas para su financiación. Así, se regula una subvención para los promotores de viviendas con protección oficial de régimen especial, para fomentar la promoción y de acuerdo con sus precios máximos de venta establecidos para estas viviendas. También, con una subvención al promotor se pretende fomentar la introducción de parámetros de sostenibilidad en la construcción de viviendas con protección oficial.

Con relación a la rehabilitación se establecen ayudas específicas para viviendas que puedan ser destinadas a alquiler, con el fin de provocar su salida al mercado, así como para la rehabilitación de viviendas de alquiler con contratos sujetos a prórroga forzosa. También se complementan las ayudas para la rehabilitación de viviendas situadas en comarcas y zonas de montaña.

Con la finalidad de facilitar la accesibilidad a las viviendas, se crea una ayuda para financiar las actuaciones de instalación de ascensores y también se prevé la financiación de actuaciones específicas de rehabilitación.

Vista la importancia del mantenimiento de los edificios, se hace extensivo el programa para la revisión del estado de conservación de los edificios de viviendas a los edificios construidos antes del año 1970 y, en esta misma línea también se prevé la continuidad del programa de rehabilitación de edificios de viviendas afectados por patologías estructurales en aquellos grupos en los que se declaró la excepcionalidad.

En virtud de lo anterior, a propuesta del Consejero de Política Territorial y Obras Públicas, y de acuerdo con el Gobierno,

Decreto:

Capítulo I

Disposiciones generales

Artículo 1 

Objeto

Este Decreto tiene por objeto determinar el régimen de las viviendas con protección oficial, establecer la financiación y las ayudas públicas de las actuaciones protegibles en materia de vivienda a cargo de la Generalidad de Cataluña, y la gestión de las ayudas reguladas en el Real decreto 1/2002, de 11 de enero, sobre medidas de financiación de actuaciones protegidas en materia de vivienda y suelo.

Artículo 2 

Actuaciones protegibles

A efectos de lo dispuesto en este Decreto se considerarán protegibles las siguientes actuaciones:

a) La promoción de viviendas calificadas de promoción pública destinadas a alquiler.

b) La promoción de viviendas de régimen de protección pública destinadas a venta, alquiler o uso propio.

c) La promoción de alojamientos protegidos destinados a alquiler u otras formas de explotación.

d) La adquisición de viviendas de protección pública.

e) La adquisición protegida de viviendas construidas.

f) Las actuaciones en áreas de rehabilitación y la rehabilitación de viviendas y de edificios de viviendas.

g) La urbanización de suelo para ser edificado de forma inmediata y destinado básicamente a la construcción de viviendas de protección pública.

Artículo 3

Viviendas con protección oficial

3.1  Son viviendas con protección oficial las que cumplan los requisitos establecidos en este Decreto y sean calificadas como tales por los Servicios Territoriales de Arquitectura y Vivienda. A estos efectos, las viviendas deben destinarse a domicilio habitual y permanente y deben tener una superficie útil máxima de 90 metros cuadrados, o de 120 metros cuadrados en los supuestos de familia numerosa.

3.2  Pueden ser calificadas también como viviendas con protección oficial de régimen especial aquellas viviendas destinadas a adquirentes, adjudicatarios o promotores individuales para uso propio que tengan unos ingresos familiares ponderados no superiores a 2,5 veces el salario mínimo interprofesional, y siempre que su precio de venta no supere el establecido en el artículo 19.3.

Artículo 4

Régimen de las viviendas de protección pública

Las viviendas que de acuerdo con este Decreto se califiquen como viviendas con protección oficial tienen la consideración de viviendas de protección pública.

Artículo 5

Superficie útil

La superficie útil de las viviendas con protección oficial se computará de acuerdo con lo establecido en las normas de habitabilidad y, en su caso, incluirá la mitad de la superficie de los espacios exteriores de uso privativo de la vivienda hasta un máximo del 10 por ciento de la superficie útil interior.

Artículo 6

Promotores, adquirentes y usuarios

6.1  Pueden ser promotores de viviendas con protección oficial las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas.

6.2  Pueden ser adquirentes de las viviendas con protección oficial las personas físicas o jurídicas, pero únicamente las personas físicas pueden ser sus usuarios.

6.3  El acceso a la vivienda con protección oficial puede ser, con carácter general, en régimen de propiedad o en arrendamiento, sin perjuicio de que puedan establecerse otras formas de uso de estas viviendas.

6.4  El acceso a una vivienda con protección oficial en propiedad puede ser por adquisición en compraventa, adjudicación o bien como promotor individual para uso propio.

Artículo 7

Destino y ocupación de las viviendas

7.1  Las viviendas con protección oficial han de destinarse a domicilio habitual y permanente, y en ningún caso se pueden destinar a segunda residencia o a otro uso.

Se considera domicilio habitual y permanente siempre que la vivienda no esté desocupada más de tres meses seguidos al año, salvo causa justificada autorizada por los Servicios Territoriales de Arquitectura y Vivienda.

7.2  Los promotores de viviendas con protección oficial han de elevar a escritura pública, en el plazo de tres meses desde la fecha de concesión de la calificación definitiva, los contratos de compraventa o títulos de adjudicación formalizados con anterioridad a la concesión de dicha calificación.

Si la compraventa o adjudicación fuese posterior a la fecha de calificación definitiva, dicho plazo comenzará a contar desde la fecha del contrato o del título de adjudicación. 

7.3  Los promotores de viviendas con protección oficial han de entregar las viviendas a los adquirentes o adjudicatarios en el plazo de cuatro meses desde la fecha de concesión de la calificación definitiva.

7.4  Los adquirentes, adjudicatarios, promotores individuales para uso propio y arrendatarios de viviendas con protección oficial, han de ocupar la vivienda, salvo causa justificada, en el plazo de tres meses desde su entrega. 

7.5  Excepcionalmente, los Servicios Territoriales de Arquitectura y Vivienda pueden prorrogar los plazos establecidos en los apartados 2 y 3 de este precepto.

Artículo 8

Percepción de cantidades a cuenta y visado de contratos

8.1  Para recibir cantidades a cuenta del precio de venta o adjudicación, antes de la obtención de la calificación definitiva, los promotores han de acreditar haber obtenido la autorización previa del Servicio Territorial de Arquitectura y Vivienda, y garantía suficiente de acuerdo con la normativa reguladora.

8.2  Los contratos de compraventa y arrendamiento, títulos de adjudicación, o bien la escritura de declaración de obra nueva en el supuesto de promotor individual para uso propio de las viviendas con protección oficial, han de ser visados por los Servicios Territoriales de Arquitectura y Vivienda.

Artículo 9

Calificación provisional

9.1  Los promotores de viviendas con protección oficial deben solicitar la calificación provisional acompañada de la documentación siguiente:

a) Acreditación de la personalidad del solicitante y, en su caso, la representación que ostenta.

b) Proyecto básico o de ejecución visado por el Colegio profesional correspondiente.

c) Licencia municipal de obras o, en caso de no tenerla, certificado del Ayuntamiento de la calificación urbanística de los terrenos y de la dotación de servicios urbanísticos de que dispone el terreno y los que son exigibles por la normativa urbanística.

d) Certificado del Registro de la Propiedad, sobre la libertad de cargas y gravámenes.

e) En el caso en que los solicitantes no sean los titulares de los terrenos, título acreditativo de la disponibilidad de los terrenos para construir.

9.2  Los Servicios Territoriales de Arquitectura y Vivienda han de resolver la solicitud de calificación provisional en el plazo de un mes desde su presentación. Transcurrido este plazo la calificación provisional se entiende otorgada a todos los efectos.

9.3  La calificación de viviendas con protección oficial podrá otorgarse a un mínimo del 20% de la totalidad de viviendas que integren la promoción.

9.4  En la calificación provisional de viviendas con protección oficial ha de constar la identificación del promotor, el emplazamiento del edificio, el número de viviendas con protección oficial, la superficie útil de las viviendas y de sus anexos, así como los precios máximos de venta y renta y el préstamo máximo.

9.5  Si durante la ejecución de las obras se producen modificaciones substanciales del proyecto inicialmente aprobado, u otros aspectos que afecten a la calificación provisional, se deberá solicitar la modificación de dicha calificación provisional.

Artículo 10

Solicitud de la calificación definitiva

10.1  Una vez otorgada la calificación provisional, los promotores de viviendas con protección oficial tendrán un plazo de 30 meses para solicitar la calificación definitiva. Si se trata de una promoción por fases, dispondrán de este plazo para la primera fase, y de 24 meses para cada una de las otras fases, contados a partir del inicio de cada una de ellas.

Excepcionalmente los Servicios Territoriales de Arquitectura y Vivienda podrán, a instancia del promotor y mediando causa justificada, prorrogar dichos plazos.

10.2  Los promotores de viviendas con protección oficial han de comunicar a los Servicios Territoriales de Arquitectura y Vivienda el inicio o finalización de las obras, mediante certificado del director de las obras, en el plazo de 15 días desde que aquéllos se produzcan.

10.3  Una vez finalizadas las obras, en los plazos establecidos, los promotores han de solicitar la calificación definitiva de viviendas con protección oficial adjuntando la documentación siguiente:

a) Licencia municipal de obras en el caso de no haberla presentado.

b) Proyecto de ejecución final que habrá de recoger con exactitud la totalidad de las obras realizadas.

c) Certificado final de obra y habitabilidad.

d) Justificación de haber inscrito en el Registro de la Propiedad la escritura de declaración de obra nueva.

e) Certificado del cumplimiento del Programa de control de calidad.

Artículo 11

Concesión de la calificación definitiva

11.1  Los Servicios Territoriales de Arquitectura y Vivienda inspeccionarán las obras realizadas para comprobar el cumplimiento de la normativa aplicable y la adecuación entre la obra acabada y el proyecto de ejecución final.

11.2  Los Servicios Territoriales de Arquitectura y Vivienda han de resolver la solicitud de calificación definitiva en el plazo de tres meses des de su presentación. Transcurrido este plazo la calificación definitiva se entiende otorgada a todos los efectos.

En la resolución de concesión de la calificación definitiva se hará constar la identificación del promotor; el emplazamiento del edificio y sus datos registrales, el número de viviendas, su superficie útil y la de sus anexos; la fecha de la calificación provisional y de finalización de las obras; el período de duración del régimen de protección y las limitaciones a las que quedan sujetas las viviendas; el precio de venta o renta, así como otros aspectos que hayan de constar por aplicación de las normas vigentes.

Artículo 12

Denegación de la calificación definitiva

Los adquirentes o adjudicatarios de viviendas con protección oficial que no obtengan la calificación definitiva por causa imputable al promotor podrán optar entre:

a) Resolver el contrato o título de adjudicación con devolución de las cantidades entregadas a cuenta, revalorizadas de acuerdo con las disposiciones legales aplicables.

b) Solicitar a los Servicios Territoriales de Arquitectura y Vivienda, en el plazo de tres meses desde la denegación de la calificación definitiva, la rehabilitación del expediente a su favor, con el compromiso de acabar las obras o subsanar las deficiencias que han impedido la obtención de la calificación definitiva, de acuerdo con lo que establece el Servicio Territorial.

Artículo 13

Régimen jurídico de las viviendas con protección oficial

13.1  El régimen jurídico de las viviendas con protección oficial se hará extensivo al período de amortización del préstamo cualificado y, en todo caso, tendrá una duración mínima de 20 años, con la salvedad de lo establecido para las viviendas destinadas a arrendamiento en la ley 29/1994, de 24 de noviembre, de arrendamientos urbanos.

Durante este período se mantendrán las condiciones de uso y precios máximos establecidos. Transcurrido este plazo, se extinguirán las condiciones de uso y de precios máximos.

13.2  El incumplimiento de las condiciones establecidas en el apartado 1 supondrá la devolución de todas las ayudas, incrementadas con el tipo de interés legal desde su percepción, sin perjuicio de que se puedan aplicar las sanciones que, en su caso, estén reguladas.

13.3  Las viviendas con protección oficial pueden ser descalificadas, a petición del interesado, si han transcurrido como mínimo quince años desde la fecha de la calificación definitiva. La descalificación podrá ser concedida cuando concurran circunstancias especiales, previa devolución de todas las ayudas y beneficios recibidos, incrementados con los intereses legales correspondientes.

Artículo 14 

Adquisición protegida de viviendas construidas

14.1  A efectos del presente Decreto, se considerará adquisición protegida de viviendas construidas la que tenga lugar, a título oneroso, en los supuestos siguientes:

a) Cuando se trate de una segunda o posterior transmisión.

b) Que se trate de viviendas calificadas con protección oficial que hubiesen sido destinadas anteriormente a alquiler.

c) La primera transmisión de viviendas con protección oficial que habiendo transcurrido el plazo mínimo de un año desde su calificación o declaración definitiva no hubiesen sido adquiridas por una familia numerosa.

d) Que se trate de viviendas libres de nueva construcción, cuando hayan transcurrido como mínimo dos años entre el certificado final de obra y la fecha del contrato de opción de compra o compraventa.

e) Que se trate de viviendas libres resultantes de las actuaciones protegidas de rehabilitación de edificios.

14.2  La superficie útil máxima de las viviendas contempladas en el apartado anterior no podrá superar los 90 metros cuadrados de superficie útil, excepto en el supuesto c) en el que se admite una superficie útil de hasta 120 metros cuadrados.

Artículo 15 

Ayudas públicas

Las ayudas públicas pueden adoptar cualquiera de las modalidades siguientes:

15.1  Préstamos cualificados concedidos por las entidades de crédito en el ámbito de los convenios subscritos por el Ministerio de Fomento y/o por la Generalidad de Cataluña.

15.2  Ayudas económicas directas otorgadas por el Ministerio de Fomento o la Generalidad de Cataluña consistentes en:

a) Subsidiación de los préstamos cualificados.

b) Subvenciones personales u objetivas.

c) Otras ayudas directas.

Artículo 16 

Condiciones para acceder a las ayudas públicas

16.1  Para acceder a las ayudas públicas reguladas en este Decreto será necesario cumplir, en cualquier caso, las siguientes condiciones:

a) Que las actuaciones para las que se solicita financiación cualificada hayan sido calificadas con protección oficial y las viviendas objeto de dichas actuaciones se destinen a residencia habitual y permanente de sus destinatarios.

b) Que los adquirentes, adjudicatarios, promotores para uso propio o arrendatarios de las viviendas no sean titulares del pleno dominio o de un derecho real de uso o disfrute sobre otra vivienda sujeta a cualquier régimen de protección pública, o sobre una vivienda libre en la misma localidad en la que esté ubicada la vivienda objeto de la actuación protegida, cuando el valor de dicha vivienda libre, establecido conforme a la normativa del impuesto sobre transmisiones patrimoniales, supere el 40 por 100 del precio máximo de venta de la vivienda objeto de la actuación protegida, o el 60 por 100 en el caso de familias numerosas.

c) Que los adquirentes, adjudicatarios, promotores para uso propio o arrendatarios de las viviendas tengan unos ingresos familiares ponderados que no superen 5,5 veces el salario mínimo interprofesional para la obtención del préstamo cualificado; 4,5 veces el salario mínimo interprofesional para ser beneficiarios, cuando se trate de primer acceso a la vivienda en propiedad, de los subsidios del préstamo y, en su caso, de las ayudas directas especiales a la entrada; y 3,5 veces el salario mínimo interprofesional para ser beneficiarios, también cuando se trate del primer acceso a la vivienda en propiedad, de las ayudas directas básicas a la entrada. Todo esto con independencia de lo que se establece en el capítulo de rehabilitación.

d) Que los adquirentes, adjudicatarios o promotores para uso propio no hayan obtenido financiación cualificada al amparo de otros planes de vivienda durante los diez años anteriores a la solicitud de la ayuda actual, a menos que la solicitud de nueva ayuda sea para la adquisición o rehabilitación de una vivienda en otra población como consecuencia de un cambio de residencia, o, cuando se trate de una familia numerosa, para acceder a una vivienda más grande que la que tenía. En todo caso, se deberá cancelar el préstamo cualificado obtenido con anterioridad y devolver, excepto en el caso de familias numerosas, las ayudas económicas directas obtenidas más los intereses legales.

e) Que las viviendas no superen ni las superficies útiles máximas ni los precios máximos de venta o renta establecidos en cada caso.

f) Que los adquirentes, adjudicatarios y promotores para uso propio acrediten que sus ingresos familiares no son inferiores a 1/10 parte del precio de venta o adjudicación de la vivienda, o del coste de la edificación más el valor del suelo en el caso de promotores para uso propio.

g) En el caso de adquisición protegida de viviendas existentes es preciso además que entre la celebración del contrato de compraventa y la solicitud de ayudas no hayan transcurrido más de cuatro meses.

En cualquier caso el plazo de validez del visado para solicitar el préstamo cualificado será de seis meses.

16.2  El incumplimiento de dichas condiciones y de cualquier otro requisito exigido para cada una de las actuaciones protegibles objeto de financiación cualificada, incluida la no obtención de calificación o declaración definitiva de las actuaciones de rehabilitación, sin perjuicio de las acciones que puedan corresponder conforme a la normativa vigente, determinará, en todo caso, la pérdida de la condición de préstamo cualificado y la interrupción de la subsidiación otorgada, así como el reintegro de las cantidades hechas efectivas en concepto de ayudas económicas directas incrementadas con los intereses legales desde el momento de su percepción.

Artículo 17 

Limitaciones a la facultad de disponer y a la descalificación

17.1  Los adquirentes, adjudicatarios y promotores individuales para uso propio, a excepción de las familias numerosas en el supuesto de primer acceso a la vivienda en propiedad, no podrán transmitirse intervivos ni ceder el uso de la vivienda por ningún título durante el plazo de 10 años desde la formalización del préstamo calificado. Excepcionalmente, y por causa justificada podrá autorizarse la transmisión por parte del Departamento de Política Territorial y Obras Públicas, por medio de los Servicios Territoriales de Arquitectura y Vivienda, previa cancelación del mencionado préstamo calificado y previo reintegro de las ayudas obtenidas, más el abono de los intereses legales desde el momento de su percepción.

Transcurridos 10 años desde la formalización del préstamo, la transmisión intervivos o la cesión del uso de las viviendas comportará la pérdida de la condición de préstamo calificado y la entidad que lo hubiere concedido podrá determinar su resolución.

17.2  El precio máximo de venta en segundas o posteriores transmisiones no podrá superar al que correspondería a una vivienda calificada o declarada con protección oficial en el mismo año en que se produzca la transmisión.

17.3  Las viviendas con protección oficial acogidas a la financiación establecida en el Real decreto 1/2002, de 11 de enero, no se podrán descalificar voluntariamente a petición de los propietarios, hasta que hayan transcurrido 15 años desde la calificación o declaración definitiva.

17.4  Estas limitaciones se harán constar expresamente en la escritura de compraventa, adjudicación o declaración de obra nueva, en el supuesto de promociones para uso propio, y en la escritura de formalización del préstamo hipotecario, de acuerdo con lo que establece el Real decreto 1/2002, de 11 de enero, a efectos de la inscripción en el Registro de la Propiedad, en el que se hará constar la prohibición y las limitaciones de la facultad de disponer mediante nota marginal.

17.5  Las limitaciones establecidas en los párrafos anteriores también son de aplicación a la adquisición protegida de viviendas construidas.

Artículo 18

Primer acceso a la vivienda en propiedad

18.1  Se establecen ayudas específicas para aquellas personas que accedan por primera vez a una vivienda en propiedad.

18.2  Se pueden acoger a estas ayudas los adquirentes de viviendas, adjudicatarios y promotores para uso propio con unos ingresos familiares ponderados que no superen 4,5 veces el salario mínimo interprofesional, y que no tengan ni hayan tenido con anterioridad ninguna vivienda en propiedad, o los titulares de la misma no dispongan del derecho de uso o goce sobre el mismo, o bien que el valor de la vivienda, determinado conforme a las normas del impuesto sobre transmisiones patrimoniales no supere el 25 por 100 del precio de venta máximo de la vivienda objeto de la actuación protegida.

18.3  También se pueden acoger a las ayudas al primer acceso a la propiedad las familias numerosas que, sin superar los ingresos establecidos en el apartado anterior, adquieran una vivienda con la superficie útil superior a la que tengan o hayan tenido en propiedad, siempre que su valor, determinado como se establece en el mencionado apartado no supere el 40 por 100 del precio máximo de venta de la vivienda objeto de la actuación protegida. En caso de que la vivienda poseída en propiedad esté sujeta a algún régimen de protección, es necesaria su alienación, sin devolución de las ayudas percibidas, previamente a la adquisición de la nueva vivienda.

Artículo 19 

Precio máximo de venta de las viviendas

19.1  A los efectos de determinar el precio máximo de venta o adjudicación y renta, se considerarán las siguientes zonas: 

Zona A

Municipios singulares del grupo A, a que hace referencia el artículo 8 del Real decreto 1/2002, de 11 de enero.

Zona B

Municipios singulares del grupo B, a que hace referencia el artículo 8 del Real decreto 1/2002, de 11 de enero.

Zona C

Municipios singulares del grupo C, a que hace referencia el artículo 8 del Real decreto 1/2002, de 11 de enero.

Zona D

El resto de municipios de Cataluña.

19.2  El precio máximo de venta o adjudicación por metro cuadrado de superficie útil de las viviendas con protección oficial será el siguiente:

Zona A: 1.362,31 euros.

Zona B: 1.167,70 euros.

Zona C: 1.070,39 euros.

Zona D: 973,08 euros.

19.3  El precio de venta o adjudicación por metro cuadrado de superficie útil de las viviendas con protección oficial de régimen especial será el siguiente:

Zona A: 982,44 euros.

Zona B: 842,09 euros.

Zona C: 771,92 euros.

Zona D: 701,74 euros.

19.4  En el caso de adquisición protegida de viviendas construidas, el precio máximo de venta por metro cuadrado de superficie útil será, para cada una de las zonas, la establecida en el apartado 2 de este artículo.

Si la vivienda estuviese acogida a protección oficial, el precio máximo de venta será el que corresponda según las normas específicas que sean de aplicación.

19.5  El precio máximo de venta o renta se hará constar en la calificación o declaración de viviendas con protección oficial.

Artículo 20

Ingresos familiares ponderados

20.1  Los ingresos familiares se podrán ponderar con el fin de obtener una relación más justa entre los ingresos reales de los solicitantes, la composición familiar y la situación geográfica de las viviendas.

20.2  A los efectos de determinar los ingresos familiares ponderados, se establece un coeficiente ponderador C, comprendido entre 0,80 y 1,00, que varía en función de la zona donde se encuentren situadas las viviendas. 

20.3  Este coeficiente C se multiplica por un coeficiente F comprendido entre 1 y 0,83 que se ha establecido en función del número de miembros de la unidad familiar. 

Situación: c.

Zona A: 0,8.

Zona B: 0,85.

Zona C: 0,9.

Zona D: 1.

Nombre de miembros: f.

1 o 2 miembros: 1.

3 miembros: 0,97.

4 miembros: 0,93.

5 miembros: 0,88.

6 miembros: 0,83.

En el supuesto de que algún miembro de la unidad familiar estuviese afectado por alguna minusvalía, en las condiciones establecidas en la normativa del impuesto sobre la renta de las personas físicas, se aplicará el coeficiente correspondiente al tramo siguiente.

Artículo 21

Solicitud de ayudas

Los solicitantes de ayudas para la adquisición de viviendas previstas en este decreto presentarán la solicitud acompañada de la siguiente documentación:

a) Documento nacional de identidad.

b) Contrato de opción de compra, compraventa o adjudicación.

c) Declaración o declaraciones sobre el impuesto de la renta de las personas físicas, correspondientes al período impositivo inmediatamente anterior, con el plazo de presentación vencido en la fecha de la solicitud de la financiación cualificada, presentadas por cada uno de los miembros de la unidad familiar.

En el caso de que el solicitante de las ayudas no estuviese obligado legalmente a presentar la declaración sobre el impuesto de la renta de las personas físicas, acreditará sus ingresos mediante declaración responsable relativa a la parte general y especial de la base imponible reguladas en los artículos 38 y 39, de la ley 40/1998, de 9 de diciembre, sin perjuicio de la posible comprobación administrativa. En cualquier caso, la Administración podrá solicitar que se aporte el certificado del centro o centros de trabajo sobre la totalidad de los ingresos percibidos por todos los conceptos y certificado de altas o bajas de la Seguridad Social.

La solicitud de las ayudas implicará la autorización para que la Administración pueda solicitar la información de carácter tributario o económico legalmente pertinente.

Cuando se trate de promotores para uso propio agrupados en cooperativas o comunidades de propietarios, el solicitante individual deberá acreditar nuevamente sus ingresos, al solicitar la subsidiación del préstamo que le corresponda directamente o por subrogación en el obtenido por la cooperativa o comunidad de propietarios.

En el caso de trabajadores autónomos, deber presentarse el certificado de las bases de cotización a la Seguridad Social y en el caso de pensionistas, el certificado de la pensión.

d) Si se trata del primer acceso a la vivienda en propiedad, declaración responsable de no tener ni haber tenido ninguna vivienda en propiedad de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 de este decreto y, en el caso de familias numerosas, en su caso, el último recibo del impuesto sobre bienes inmuebles.

En el resto de supuestos de acceso a la vivienda en propiedad, declaración conforme lo que dispone el artículo 16.1.b) de este Decreto.

e) En caso de adquisición protegida de viviendas construidas de nueva construcción, certificado final de obra y certificado del arquitecto sobre la superficie útil de la finca. Si se trata de adquisición de una vivienda usada, plano acotado con indicación de la superficie útil, o copia de la calificación definitiva si es una vivienda de protección oficial.

f) En el supuesto de familias numerosas o situaciones familiares que puedan ser objeto de ayudas específicas, copia compulsada del libro de familia o certificación del Instituto Catalán de Asistencia y Servicios Sociales.

Capítulo 2

Ayudas directas a la promoción y adquisición de viviendas y programas específicos de construcción sostenible

Artículo 22

Subsidiación de préstamos

22.1 El Departamento de Política Territorial y Obras Públicas, a través de los Servicios Territoriales de Arquitectura y Vivienda, reconocerá el derecho a la subsidiación en las condiciones establecidas en el Real decreto 1/2002, de 11 de enero, a los adquirentes, adjudicatarios y promotores para uso propio de viviendas con protección oficial u otras viviendas construidas que se puedan acoger a las ayudas al primer acceso en vivienda en propiedad, de acuerdo con el siguiente cuadro:

	Ingresos familiares
	 
	 
	 
	 

	(núm. de veces el SMI)
	² 1,5
	> 1,5 ² 2,5
	> 2,5 ² 3,5
	> 3,5 ² 4,5

	Subsidiación de la cuota (%)
	20
	15
	10
	5

	Duración máx. de subsidiación (años)
	10
	10
	5
	5


Esta subsidicación es compatible con la ayuda directa a la entrada regulada en el artículo 23.

22.2 Los adquirentes, adjudicatarios y promotores para uso propio, a los que se refiere el apartado 1, podrán optar por la siguientes subsidiación, que será incompatible con la ayuda directa a la entrada básica regulada en el artículo 23.3.

	Ingresos familiares
	 
	 
	 

	(núm. de veces el SMI)
	² 1,5
	> 1,5 ² 2,5
	> 2,5 ² 3,5

	Subsidiación de la cuota (%)
	40
	30
	15

	Duración máx. de subsidiación (años)
	10
	10
	10


22.3 La subsidiación se concederá por un período de 5 años y podrá ser ampliada, en su caso, por otro período de la misma duración de acuerdo con lo que establece el artículo 18 del Real decreto 1/2002, de 11 de enero.

22.4 Cuando se trate de una familia numerosa, el porcentaje de subsidicación se incrementará en cada caso en un 5 por 100 durante los primeros 5 años del período de amortización del préstamo calificado. 

Artículo 23 

Ayudas directas a la entrada

23.1  Los adquirentes, adjudicatarios y promotores individuales para uso propio que tengan derecho a acogerse al sistema de ayudas específicas para el acceso a la primera vivienda en propiedad podrán solicitar la ayuda directa a la entrada.

23.2  El Departamento de Política Territorial y Obras Públicas, por medio de los Servicios Territoriales de Arquitectura y Vivienda, reconocerá el derecho a la ayuda directa a la entrada en las condiciones establecidas en el Real decreto 1/2002, de 11 de enero.

Esta ayuda, que tiene una cuantía básica y una cuantía especial, debe abonarse directamente a los beneficiarios por las entidades de crédito que hayan concedido el préstamo calificado.

23.3 La cuantía básica es equivalente a un porcentaje del precio de la vivienda que consta en la correspondiente escritura de compraventa o adjudicación, o en el caso de promoción individual para uso propio, de la suma de los valores del suelo y de la edificación que consten en la escritura de declaración de obra nueva, y pueden obtenerla los solicitantes con unos ingresos familiares ponderados que no superen 3,5 veces el salario mínimo interprofesional, de acuerdo con el cuadro siguiente:

	Ingresos familiares (núm. de veces el SMI)
	Cantidad básica(% precio total de la vivienda)

	² 1,5
	11

	> 1,5 ² 2,5
	8

	> 2,5 ² 3,5
	5


En el supuesto del apartado 3 del artículo 18 de este Decreto, el porcentaje correspondiente se aplicará sobre la diferencia entre el precio total de la vivienda adquirida y el valor de la vivienda, determinado como establece el mencionado artículo.

23.4  Las cuantías especiales de la ayuda directa a la entrada, a las que podrán acceder los solicitantes con unos ingresos familiares ponderados que no superen 4,5 veces el salario mínimo interprofesional serán las siguientes:

Jóvenes que no superen los 35 años: 3.000 euros.

Familias numerosas:

3 hijos: 3.000 euros.

4 hijos: 3.600 euros.

5 o más hijos: 4.200 euros.

Otras circunstancias (1): 900 euros.

(1) Unidad familiar formada únicamente por el padre, la madre y los hijos; unidad familiar en que haya personas con minusvalías en las condiciones establecidas en la legislación sobre el impuesto de la renta de las personas físicas; o unidad familiar que tenga a su cargo alguna persona mayor de 65 años. 

Cuando las viviendas estén situadas en las zonas A, B o C, estas cuantías se incrementarán respectivamente en un 40 por 100, un 20 por 100 o un 10 por 100.

Artículo 24

Programas específicos de construcción sostenible

24.1  El Departamento de Política Territorial y Obras Públicas, a través de los Servicios Territoriales de Arquitectura y Vivienda, podrá conceder, con cargo a sus presupuestos, una subvención a los promotores de viviendas con protección oficial o de promoción pública, para aquellas promociones en las que los proyectos y las edificaciones introduzcan todos los parámetros de sostenibilidad siguientes:

1. Recibir al menos un 80% de las viviendas del edificio, en la superficie mínima obligatoria de abertura de la sala, una hora de sol directo entre las 10 y las 14 horas solares en el solsticio de invierno.

2. Disponer de elementos de protección solar en todas las aberturas que reciban el sol directamente orientadas al suroeste (± 90º).

3. Disponer de una red de saneamiento separativa de las aguas pluviales en el edificio.

4. Disponer de mecanismos ahorradores del consumo de agua en los aparatos sanitarios (bañeras, duchas, bidés, lavabos e inodoros) y en los fregaderos de la cocina de cada vivienda.

5. Disponer de un sistema de producción de A.C.S. que utilice para su funcionamiento ordinario una parte de la energía proveniente de una fuente de energía renovable.

6. Prever dentro de la vivienda o dentro de los espacios comunitarios del edificio espacios para almacenamiento por separado de basuras. Como mínimo deben permitir separar las fracciones siguientes: cristal, papel, cartón, plástico y metal, y rechazo.

7. Disponer de un sistema de ventilación cruzada, natural o artificial.

8. Reducir la Tr de cada unidad de ocupación del edificio en un 20% respecto a la Tr exigida por la norma NRE-AT-87.

9. Utilizar cristales dobles en los agujeros de fachadas de las viviendas orientadas a norte (±45º).

10. Disponer de un circuito de preinstalación domótica de la vivienda, formado por un tubo de 20 mm de diámetro que llegue hasta los lugares de ubicación de los aparatos de producción de A.C.S., calefacción y lugares de entrada de las fuentes de energía, la sala y los dormitorios desde el Registro de acceso de usuario (RAU) de telecomunicaciones. 

11. Diseñar elementos constructivos incorporando criterios de deconstrucción: montaje en seco, facilidad de montaje y desmontaje, uniones mecánicas, etc.

24.2  La cuantía de la subvención es la siguiente:

Cuando la promoción comprenda hasta 40 viviendas, un 4% del precio básico de venta de las viviendas con protección oficial.

Cuando la promoción tenga de 41 hasta 100 viviendas, el 3,60% del precio básico de venta de las viviendas con protección oficial.

Cuando la promoción esté integrada por más de 100 viviendas, el 3,2% del precio básico de venta de las viviendas con protección oficial. 

24.3  El pago de la subvención se efectuará de la siguiente manera:

Un 50% al inicio de las obras de edificación, con la presentación previa de la correspondiente certificación acreditativa del cumplimiento de los requisitos establecidos firmada por el arquitecto superior de la obras.

El resto de la subvención se hará efectiva después de la obtención de la calificación definitiva.

La no realización de los parámetros de sostenibilidad obligará a la devolución de la parte de la subvención percibida incrementada con los intereses legales correspondientes.

24.4  Con carácter excepcional, la Dirección General de Arquitectura y Vivienda podrá, previo informe del Servicio de Ordenación de la Edificación, eximir o aceptar algún cambio en el cumplimiento de los parámetros mencionados de sostenibilidad por causa justificada. 

Artículo 25 

Viviendas con protección oficial de régimen especial.

25.1  El Departamento de Política Territorial y Obras Públicas, a través de la Dirección General de Arquitectura y Vivienda, podrá conceder, con cargo a sus presupuestos, una subvención a los promotores, para la construcción de viviendas de protección oficial en régimen especial.

25.2  La cuantía de la subvención será equivalente a un 10 por 100 del precio máximo de venta de las viviendas.

25.3  La subvención se solicitará conjuntamente con la solicitud de calificación provisional de viviendas con protección oficial en régimen especial.

25.4  El abono de la subvención se efectuará de la siguiente manera:

Un 50% al inicio de las obras de edificación, con la presentación previa de la correspondiente certificación acreditativa firmada por el arquitecto director de las obras.

El resto de la subvención se hará efectiva una vez otorgada la calificación definitiva.

La no realización de las obras de edificación obligará a la devolución de la parte de subvención percibida incrementada con los intereses legales correspondientes.

Capítulo 3

Ayudas a la promoción de viviendas en régimen de alquiler y a los alojamientos protegidos

Artículo 26

Tipos de ayudas

26.1  El Departamento de Política Territorial y Obras Públicas, a través de los Servicios Territoriales de Arquitectura y Vivienda, debe reconocer y otorgar en las condiciones establecidas en el Real decreto 1/2002, de 11 de enero, a los promotores de viviendas en alquiler, las ayudas siguientes:

a) La subsidiación de los préstamos calificados obtenidos por el promotor en una cuantía del 50 por 100 de la cuota durante los 5 primeros años y del 40 por 100 del 6º al 20 años, si el plazo de amortización del préstamo tiene una duración de 25 años. Cuando el plazo de amortización del préstamo sea de 10 años, la subsidiación de la cuota será del 30 por 100 durante los primeros 5 años y del 20 por ciento del 6º al 10º año.

Durante el período de carencia, la subsidiación aplicable será la misma que la correspondiente a los primeros 5 años del período de amortización.

b) Si la superficie útil de las viviendas de alquiler no supera los 70 m2, se concederá al promotor una subvención equivalente al 15 por 100, si el préstamo es a 10 años, o el 20 por 100 si el préstamo es a 25 años, del precio máximo de venta al que hace referencia el artículo 27.1.

26.2  El Departamento de Política Territorial y Obras Públicas, a través de los Servicios Territoriales de Arquitectura y Vivienda, reconocerá, previa calificación de alojamientos protegidos, de acuerdo con lo que establece el Real decreto 1/2002, de 11 de enero, sobre medidas de financiación de actuaciones protegibles en materia de vivienda y suelo del plan 2002-2005, las ayudas previstas para el promotor en el este capítulo.

Artículo 27

Renta máxima

27.1  La renta anual máxima inicial será del 4 por 100 cuando el préstamo calificado sea a 25 años de amortización y el 7 por 100 cuando el préstamo sea a 10 años, del precio máximo de venta que resulte de multiplicar por 1,25 el precio básico vigente en el momento de la calificación definitiva de la vivienda. Si la vivienda está situada en un municipio singular, se aplicará el correspondiente porcentaje de incremento.

27.2  La renta inicial aplicada, o que se hubiese podido aplicar, se puede actualizar anualmente en función de las variaciones porcentuales del Índice Nacional General del Sistema de Índice de Precios al Consumo.

27.3  El arrendador podrá percibir, además de la renta inicial o revisada que corresponda, el coste real de los servicios de que disfrute el inquilino y sea satisfecho por el arrendador, así como el resto de repercusiones autorizadas por la legislación aplicable.

Artículo 28

Adquisición de viviendas existentes para destinarlas a alquiler

La adquisición de viviendas existentes que cumplan las condiciones establecidas en el artículo 14 y el precio no supere el fijado en el artículo 19.4, por parte de entidades sin ánimo de lucro para destinarlas a alquiler, podrán acogerse a la financiación para la promoción de viviendas de alquiler, estando sujetas a los plazos y rentas máximas fijadas para estas viviendas.

Capítulo 4

Actuaciones en áreas de rehabilitación y rehabilitación de viviendas y edificios de viviendas

Artículo 29

Actuaciones protegibles

A los efectos de lo que dispone este Decreto se consideran actuaciones protegibles de rehabilitación las actuaciones en áreas de rehabilitación y la rehabilitación de viviendas y edificios de viviendas.

Artículo 30

Edificios y viviendas

La rehabilitación de viviendas y de edificios de viviendas incluye las actuaciones que cumplan las condiciones que establece el Real decreto 1/2002, de 11 de enero, para la obtención de calificación de actuación protegida.

Artículo 31

Áreas de rehabilitación

31.1  Se considerarán áreas de rehabilitación las declaradas como tales mediante la Orden del consejero de Política Territorial y Obras Públicas para integrar un programa específico de rehabilitación.

31.2  También se consideran áreas de rehabilitación las áreas de rehabilitación integrada y las declaradas por el consejero para poder acceder a las ayudas reguladas en el Real decreto 1/2002, de 11 de enero.

Artículo 32

Reconocimiento de las ayudas

32.1  El Departamento de Política Territorial y Obras Públicas, a través de los servicios territoriales de Arquitectura y Vivienda, reconocerá las ayudas para las actuaciones de rehabilitación a que hace referencia el artículo 31.2, en la forma y cuantía que se fije con el Ministerio de Fomento, de acuerdo con el citado Real decreto.

32.2  El Departamento de Política Territorial y Obras Públicas, a través de los servicios territoriales de Arquitectura y Vivienda, reconocerá las ayudas establecidas por el Real decreto 1/2002, de 11 de enero, para las actuaciones protegibles de rehabilitación.

Artículo 33

Subvenciones por objetivos

El Departamento de Política Territorial y Obras Públicas podrá otorgar, con cargo a sus presupuestos, a través de los servicios territoriales de Arquitectura y Vivienda, una subvención complementaria a las previstas en el Real decreto 1/2002, de 11 de enero, por un importe equivalente al 10% del presupuesto protegible en los siguientes supuestos:

a) Viviendas situadas en comarcas y zonas de montaña a que hace referencia la Ley 2/1983, de alta montaña.

b) Viviendas que se rehabiliten para destinarlas a alquiler.

c) Viviendas alquiladas con contrato anterior a la entrada en vigor de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de arrendamientos urbanos, y sujetas a prórroga forzosa.

d) En el caso en que la actuación de rehabilitación consista en la instalación de ascensor en un edificio de viviendas, podrá concederse una subvención equivalente al 10 por 100 del coste de la instalación, complementaria de las ayudas previstas en el Real decreto 1/2002, de 11 de enero.

Artículo 34

Ayudas para la redacción de proyectos y dirección de obras

El director general de Arquitectura y Vivienda podrá subvencionar, previa resolución de excepcionalidad adoptada por el consejero de Política Territorial y Obras Públicas, con cargo a los presupuestos del Departamento, los honorarios derivados de la redacción de proyectos y de la dirección de obras, cuando las actuaciones de rehabilitación afecten a más de 100 viviendas, con justificación de la Administración que impulse la actuación por razón de la situación socioeconómica de los ocupantes de las viviendas.

Artículo 35

Programas específicos de rehabilitación

35.1  El Departamento de Política Territorial y Obras Públicas, a través de los servicios territoriales de Arquitectura y Vivienda, podrá conceder subvenciones por un importe de hasta el 10% del presupuesto protegible para aquellas actuaciones de rehabilitación que se determinen mediante Orden del consejero como consecuencia de un programa específico de rehabilitación a que hace referencia el artículo 31.1.

Para determinar estas actuaciones deben tenerse en cuenta las condiciones físicas de las viviendas y, en su caso, las personales de los usuarios, que habrán de justificarse previamente.

35.2  En la propia Orden del consejero se determinará el carácter de las ayudas y las condiciones para acceder a ellas, así como la compatibilidad o incompatibilidad con las demás ayudas para la rehabilitación.

Artículo 36

Destino

36.1  Las viviendas objeto de les actuaciones de rehabilitación han de destinarse a residencia habitual y permanente de los usuarios.

36.2  Únicamente podrán acogerse a las ayudas para la rehabilitación las actuaciones que tengan un presupuesto protegible superior a 3.000 euros. Además, cuando la actuación afecte a varias viviendas, el presupuesto de repercusión por vivienda no deberá ser inferior a 750 euros.

Artículo 37

Solicitud de las ayudas

A la solicitud de las ayudas para la rehabilitación se adjuntará la siguiente documentación:

a) Documento nacional de identidad. 

b) Acreditación de los ingresos de acuerdo con lo establecido en el artículo 21.c) de este Decreto.

c) Título justificativo de la propiedad, el contrato de arrendamiento o, en su caso, del derecho de uso y ocupación.

d) Dictamen técnico, cuando se disponga de él, acerca del estado de conservación y mantenimiento del edificio, elaborado de acuerdo con el contenido de la Orden de 9 de septiembre de 1997.

e) El proyecto técnico de rehabilitación, o, en su caso:

Memoria con la descripción de las obras a realizar.

Cuadro de la superficie útil.

Presupuesto de las obras desglosado por partidas, con estado de mediciones y precios unitarios.

Croquis acotado de las viviendas donde conste el estado actual y final, así como fotografías de los inmuebles y de los elementos interiores a rehabilitar.

f) Licencia municipal de obras o justificante de haberla solicitado.

g) En su caso, acuerdo entre propietarios e inquilinos, o de la comunidad de propietarios, para la realización de las obras.

h) En el caso de solicitud de subvención, se aportará la hoja de solicitud de transferencia bancaria para el pago, según modelo normalizado del Departamento de Economía y Finanzas de la Generalidad de Cataluña.

Artículo 38

Ejecución de obras

En la solicitud de las ayudas de rehabilitación se indicará la fecha aproximada del inicio de las obras, así como la de su finalización.

La no ejecución de las obras en el plazo indicado provoca, sin perjuicio de poder solicitar una prórroga por motivos justificados, la revocación de la subvención.

Artículo 39

Pago de la subvención

39.1  El pago de la subvención se efectuará cuando se hayan realizado las obras y se haya emitido el certificado final, suscrito por facultativo o personal que haya ejecutado la obra, y con el visto bueno del solicitante.

39.2  Los Servicios Territoriales que hayan tramitado el expediente comprobarán que la obra haya sido ejecutada, requisito sin el cual no se pueden entregar los fondos a favor de los solicitantes.

Artículo 40

Límites a la disponibilidad de las viviendas

40.1  Las viviendas para las cuales se haya recibido subvención no podrán ser objeto de transmisión onerosa por actos intervivos durante el plazo de cinco años a partir de la percepción de la subvención, sin reintegrar a la Generalidad de Cataluña la totalidad del importe recibido, incrementado con el interés básico del Banco de España.

40.2  A fin de garantizar el cumplimiento de la finalidad de la subvención, la Administración podrá exigir al beneficiario la anotación preventiva en el registro de la propiedad de la resolución que la concede, en los términos previstos en el artículo 26.2  de la Ley hipotecaria.

40.3  Lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo no es de aplicación a las viviendas o edificios de viviendas que se rehabiliten para la venta y que hayan obtenido la financiación calificada prevista para las actuaciones en áreas de rehabilitación.

Artículo 41

Solicitudes de nuevas ayudas

Las viviendas para las cuales se hayan concedido ayudas para su rehabilitación no podrán recibir nuevas ayudas para el mismo tipo de actuación hasta que hayan transcurrido diez años desde la calificación definitiva de actuación protegida de rehabilitación.

Artículo 42

Compatibilidad de las ayudas

Las ayudas para la rehabilitación de edificios de viviendas que determina este Decreto pueden ser compatibles con las que establecen otras administraciones públicas, en sus respectivos ámbitos de competencia.

Capítulo 5

Actuaciones en materia de urbanización de suelo

Artículo 43

Actuaciones protegidas

Se considerarán protegidas en materia de suelo las actuaciones, sujetas a las condiciones y requisitos que establecen los artículos 38 y 39 del Real decreto 1/2002, de 11 de enero, sobre medidas de financiación de actuaciones protegidas en materia de vivienda y suelo del Plan 2002-2005, que tengan por objeto:

a) La urbanización del suelo para ser edificado de forma inmediata, que destine el 50% de la edificabilidad resultante de la actuación a la promoción de viviendas con protección oficial.

b) Las áreas de urbanización prioritaria de suelo, que a los efectos del Real decreto 1/2002, de 11 de enero, se declaren como tales mediante Resolución del consejero de Política Territorial y Obras Públicas, previo convenio o acuerdo formal entre un Ayuntamiento y este Departamento, y en las cuales se destine, al menos, el 75% de la edificabilidad resultante de la actuación de urbanización de suelo a la promoción de viviendas con protección oficial.

Artículo 44

Solicitudes para la declaración de actuaciones protegidas y ayudas

44.1  Los promotores de las actuaciones previstas en el artículo anterior que cumplan los requisitos para la declaración de actuación protegida de suelo solicitarán al consejero de Política Territorial y Obras Públicas la correspondiente declaración de actuación protegida, en las condiciones establecidas en el Real decreto 1/2002, de 11 de enero, sobre medidas de financiación de actuaciones protegidas en materia de vivienda y suelo del Plan 2002-2005, para el reconocimiento de:

a) El derecho a la subsidiación del 20% de la cuota del préstamo cualificado, durante toda la vida del préstamo, incluido el período de carencia, cuando se trate de actuaciones previstas en el apartado a) del artículo anterior.

b) El derecho a la subsidiación del 40% de la cuota del préstamo cualificado, durante toda la vida del préstamo, incluido el período de carencia, cuando se trate de actuaciones incluidas en áreas declaradas de urbanización prioritaria de suelo y previstas en el apartado b) del artículo anterior.

c) O el derecho a la subvención, con cargo a los presupuestos del Ministerio de Fomento, del 20%, con un límite máximo medio de 1.200 euros por vivienda del préstamo máximo que se hubiera podido obtener, o del préstamo cualificado obtenido, siempre que el prestatario renuncie a la subsidiación correspondiente. En ambos casos se requerirá que el Departamento de Política Territorial y Obras Públicas proponga la indicada fórmula de ayuda y que el análisis de las circunstancias que concurran aconseje conceder esta ayuda pública directa.

Cuando se trate de un área declarada de urbanización prioritaria de suelo la subvención será del 40%, con límite máximo medio de 2.400 euros por vivienda.

44.2  El número máximo anual de viviendas objeto de financiación cualificada será el asignado en el Convenio suscrito entre el Ministerio de Fomento y el Departamento de Política Territorial y Obras Públicas, con las modificaciones que resulten de la adecuación de los objetivos iniciales convenidos, en función de la evolución de las circunstancias, y de las posibles redistribuciones de las reservas de recursos no territorializados.

Artículo 45

Requisitos urbanísticos

Podrán ser declaradas actuaciones protegidas en materia de urbanización de suelo aquéllas que reúnan algunas de las condiciones urbanísticas siguientes:

a) Las que se desarrollen en sectores de suelo declarados de urbanización prioritaria o en proceso de declaración.

b) Las que se desarrollen en suelos urbanizables con plan parcial aprobado.

c) Las que se desarrollen en suelos urbanos previstos en el planeamiento general como mejora urbana, siempre que su objeto sea la renovación de tejidos urbanos, de las edificaciones o de los usos característicos, y en los planes de mejora urbana o polígonos de actuación que con finalidades análogas se estén ejecutando mediante cualquiera de los sistemas de actuación.

d) Las que se desarrollen en ámbitos delimitados para la formación de reservas de patrimonio público de suelo. 

Artículo 46

Áreas de urbanización prioritaria de suelo

46.1  Podrán ser declaradas áreas de urbanización prioritaria de suelo, previo convenio o acuerdo formal entre el Departamento de Política Territorial y Obras Públicas y el Ayuntamiento, aquellas actuaciones que se desarrollen en suelos que reúnan algunas de las condiciones urbanísticas establecidas en el artículo anterior.

46.2  Los convenios o acuerdos para la declaración de áreas de urbanización prioritaria de suelo, podrán concretar los compromisos y aportaciones financieras de la Generalidad de Cataluña y del municipio correspondiente.

Artículo 47

Requisitos de las solicitudes de declaración

47.1  A las solicitudes que se presenten para la declaración de actuación protegida habrá que adjuntar la documentación acreditativa de los requisitos establecidos en el artículo 39 del Real decreto 1/2002, de 11 de enero, sobre medidas de financiación de actuaciones protegidas en materia de vivienda y suelo del Plan 2002-2005.

47.2  La memoria documentada sobre la situación urbanística del suelo donde se pretende llevar a cabo la actuación habrá de detallar las figuras de planeamiento y gestión aprobadas en su caso y, si procede, de su desarrollo en función del sistema de actuación. 

47.3  Respecto a la memoria de la viabilidad técnica y urbanística de la actuación, habrá que justificar los costes de adquisición del suelo y de la urbanización, la programación temporal detallada de la urbanización y edificación, el precio de venta de las viviendas protegidas y de los demás usos, así como el desarrollo financiero de la operación.

47.4  La cuantía del préstamo cualificado no podrá exceder del producto del techo total edificable de la actuación, según figure en la memoria de viabilidad técnico-financiera del proyecto, multiplicada por el 9% de 1,25 veces el precio básico a nivel estatal por metro cuadrado de superficie útil vigente en el momento de la declaración de la actuación como protegida. En todo caso, la cuantía del préstamo cualificado no puede superar el coste total de la actuación. 

Artículo 48

Audiencia a los entes locales interesados

Antes de formular la propuesta de resolución, se dará audiencia a los ayuntamientos y a los consejos comarcales en cuyo ámbito se sitúen las posibles actuaciones, por un plazo de diez días, y se les informará de la solicitud o solicitudes presentadas.

Artículo 49

Resolución de las solicitudes

49.1  La resolución para la declaración de actuaciones protegidas en materia de urbanización de suelo habrá de adoptarla el consejero de Política Territorial y Obras Públicas a propuesta de la Dirección General de Urbanismo. Esta resolución se notificará al Ministerio de Fomento, a los entes locales y a los promotores de la actuación.

49.2  Las solicitudes de declaración de actuación protegida que, a pesar de cumplir los requisitos establecidos, no puedan ser resueltas por haberse agotado la asignación anual correspondiente tendrán preferencia, si el interesado manifiesta su interés en mantener la solicitud, en la asignación del año siguiente.

Artículo 50

Descalificación de actuaciones

Podrán descalificarse las actuaciones declaradas protegidas cuando el promotor, sin causa justificada, no haya concertado el crédito subsidiado en el término de un año desde la fecha de la declaración.

Disposiciones adicionales

Primera

Las ayudas previstas en este Decreto se otorgarán en función de los límites que impongan las disponibilidades presupuestarias, siendo de aplicación lo que dispone el artículo 35.4  del Decreto legislativo 9/1994, de 13 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de finanzas públicas.

Segunda

Se autoriza al consejero de Política Territorial y Obras Públicas para que, mediante una Orden, pueda modificar los precios que se fijan en este Decreto dentro de los límites señalados en el Real decreto 1/2002, de 11 de enero.

Tercera

El programa para la revisión del estado de conservación de los edificios de viviendas existentes creado mediante el Decreto 158/1997, de 8 de julio, se hace extensivo a los edificios de viviendas plurifamiliares construidos antes del año 1970.

Cuarta

Las referencias al módulo en la normativa de la Generalidad de Cataluña sobre viviendas de promoción pública se entenderán referidas al precio básico establecido en el Real decreto 1/2002, de 11 de enero. El precio de venta de las viviendas con promoción pública será el equivalente al 90% del precio básico.

Quinta

Las viviendas calificadas como de protección oficial al amparo del Real decreto 3148/1978, de 10 de noviembre, continuarán rigiéndose por esta normativa específica, si bien el precio de venta en segunda transmisión de esta vivienda será el fijado para las viviendas que se califiquen como protección oficial en el mismo año en que se produzca la transmisión.

Disposiciones transitorias

Primera

Los adquirentes, adjudicatarios y promotores para uso propio de viviendas de protección oficial en régimen especial, que hayan obtenido financiación cualificada al amparo del Real decreto 1186/1998, de 2 de junio, podrán solicitar, en su caso, la subvención regulada en el artículo 18.1  del Decreto 201/1998, de 30 de julio.

Segunda

Las solicitudes de ayudas para la rehabilitación presentadas al amparo del Decreto 247/2000, de 24 de julio, complementarias de las previstas en el Real decreto 1186/1998, de 2 de junio, y no resueltas se resolverán de acuerdo con aquel Decreto.

Tercera

Las solicitudes de ayudas para la rehabilitación presentadas al amparo del artículo 9.3  del Decreto 247/2000, de 24 de julio, y no resueltas, se resolverán de acuerdo con aquel Decreto.

Cuarta

Las situaciones jurídicas surgidas al amparo del Real decreto 1186/1998, de 12 de junio, y de planes anteriores que se regulen en las disposiciones transitorias del Real decreto 1/2002, de 11 de enero, sobre medidas de financiación de actuaciones protegidas en materia de vivienda y suelo del Plan 2002-2005, se regirán por lo dispuesto en el Real decreto citado.

Disposición derogatoria

Se deroga el Decreto 201/1998, de 30 de julio, por el que se establecen las ayudas públicas en materia de vivienda a cargo de la Generalidad de Cataluña y se regula la gestión de las ayudas previstas en el Real decreto 1186/1998, de 12 de junio, modificado por el Decreto 72/2001, de 6 de marzo, de modificación del Decreto 201/1998, de 30 de julio, y el Decreto 247/2000, de 24 de julio, por el que se regulan las ayudas para la rehabilitación de viviendas y edificios de viviendas, excepto las disposiciones transitorias 2.1, 2.2  y 2.3  que se mantienen vigentes. Sin perjuicio de lo dispuesto en las disposiciones transitorias de este Decreto.

Asimismo, quedan derogadas todas aquellas disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo que dispone este Decreto.

Disposición final

Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya.

Barcelona, 11 de junio de 2002

Jordi Pujol

Presidente de la Generalidad de Cataluña

Felip Puig i Godes

Consejero de Política Territorial

y Obras Públicas

Anexo

Zonas geográficas. Plan 2002-2005

Municipios incluidos en la zona A

Barcelona, Badalona, Esplugues de Llobregat, L’Hospitalet de Llobregat, Montcada i Reixac, Sant Adrià de Besòs, Sant Cugat del Vallès, Sant Joan Despí, Sant Just Desvern y Santa Coloma de Gramenet.

Municipios incluidos en la zona B

Alella, Badia del Vallès, Barberà del Vallès, Cabrera de Mar, Cabrils, Castelldefels, Cerdanyola del Vallès, Cornellà de Llobregat, Gavà, Granollers, El Masnou, Matadepera, Mataró, Molins de Rei, Mollet del Vallès, Montgat, Pallejà, El Papiol, El Prat de Llobregat, Premià de Dalt, Premià de Mar, Ripollet, Rubí, Sabadell, Sant Andreu de la Barca, Sant Boi de Llobregat, Sant Feliu de Llobregat, Sant Quirze del Vallès, Sant Vicenç dels Horts, Santa Coloma de Cervelló, Sitges, Teià, Terrassa, Tiana, Viladecans, Vilassar de Dalt y Vilassar de Mar.

Municipios incluidos en la zona C

Girona, Igualada, Lleida, Manresa, Tarragona, Vic, Vilafranca del Penedès, Vilanova i la Geltrú.

Municipios incluidos en la zona D

El resto de municipios de Cataluña.

